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VERSION TAQUIGRAFICA 

I.—ASISTENCIA 

Asistieron los señores:. 

-Acharán Arce, Carlos 
-Aguirre Doolan, Hbto. 
—Ahumada, Gerardo 
-Alessandri, Eduardo 
-Alessandri, Fernando 
-Amunátegui, Gregorio 
-Barrueto, Edgardo 
-Bellolio, Blas 
-Bulnes S., Francisco 
-Cerda, Alfredo 
-Coloma, Juan Antonio 
-Correa, Ulises 
-Curtí, Enrique 
-Chelén, Alejandro 
-Durán, Julio 
-Echavarri, Julián 
-Faivovich, Angel 

—García, José 
—González M., Exequiel 
—Larrain, Bernardo 
—Lavanclero, Jorge 
—Letelier, Luis F. 
—Mariones, Humberto 
—Moore, Eduardo 
—Palacios, Galvarino 
—Pérez de Arce, Gmo. 
—Poklepovic, Pedro 
—Quinteros, Luis 
—Rivera, Gustavo 
—Rodríguez, Aniceto 
—Tarud, Rafael 
—Torres. Isauío 
—Videla, Hernán 

Concurrieron, además, los Ministros de Relacio-
nes Exteriores y de Justicia. 

Concurrieron, también, los Diputados acusado-
res señora Ana Ugalde y señores Sergio Diez y 
Jorge Errázuriz. 

Actuó de 'Secretario el señor Horacio Hevia Mu-
jica, y de Prosecretario, el señor Hernán Borchert 
Ramírez. 

II.—APERTURA DE LA SESION 

Se abrió la sesión a las 11.14, en presen-
cia de 14 señores Senadores. 

El señor ALESSANDRI, don Fernan-
do (Presidente).—En el nombre de Dios, 
se abre la sesión. 

III.—TRAMITACION DE ACTAS 

El señor ALESSANDRI, don Fernan-
do (Presidente).—El acta de la sesión 3^, 
en 23 de octubre, aprobada. 

El acta de la sesión 4^, en 24 de octu-
bre, queda a disposición de los señores 
Senadores. 

(Véase el Acta aprobada en los Ant^ 
xos). 

El señor ALESSANDRI, don Fernán, 
do (Presidente).—No hay Cuenta, 

IV. ORDEN DEL DIA 

ACUSACION CONSTITUCIONAL CONTRA LOS 
MINISTROS DE RELACIONES Y DE JUSTICIA 

El s&ñor ALESSANDRI, don Fernan-
do (Presidente).—Tiene la palabra el se-
ñor Ministro de Justicia. 

El señor ZUÑIGA (Ministro de Justi-
cia).—Señor Presidente, al término de fe 
sesión de ayer, me preocupaba de demos-
trar al Senado cuál era la actitud del Di-
rector General de Prisiones como decla-
rante-ante la Comisión informante de la 
Cámara de Diputados, para llegar a la 
conclusión de que ni aun ante la estrictez 
de un tribunal de derecho podría conside-
rarse el testimonio del señor García Mo-
reno como digno de fe, y de que tal testi-
monio, con mucha mayor razón, —decía 
yo a la luz de las propias deposiciones del 
señor García Moreno—• no podría ser con-
siderado como expresión de verdad para 
un tribunal de conciencia, como lo íes, en 
este caso, el Senado de la República. 

¿ Por qué los reos de extradición fueron 
a la penitenciaría de Santiago, y no a la 
Cárcel Pública, que es el lugar común de 
detención en el departamento de Santia-
go? Fueron allí, al departamento especial 
que se acomodó para dichos detenidos o 
arrestados, por iniciativa personal y ex-
clusiva del Director General de Prisiones 
señor García Moreno, que fue aceptada 
por el Presidente de la Corte Suprema, se-
ñor Bianchi, juez de primera instancia 
en el procedimiento de extradición. Así, 
en oficio .N? 253, de 16 de abril de 1957, 
dirigido por el Presidente de la Corte Su-
prema al Ministro de Justicia, se lee el 
siguiente párrafo: 
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"El Presidente de la Corte Suprema tu-
vo que pronunciarse, con estos anteceden-
tes, sobre una petición que le formuló el 
pirector General de Prisiones, para f i jar 
la Penitenciaría de Santiago, en vez de la 
Cárcel, como estaba ordenado, como lugar 
de detención de los seis detenidos argen-
tinos sujetos a extradición". 

Este oficio fue conocido por la Comi-
sión, porque yo se lo mandé. Por lo de-
más, la petición' formulada por el señor 
García Moreno al Presidente de la Corte 
Suprema en el sentido' indicado,, rola en 
los autos del proceso de -extradición y es 
del tenor siguiente: 

"¿7 de marzo de 1957. 
"Al señor Presidente dte la Excelentísi-

ma Corte Suprema'. 
"Presente. 
"En atención a la orden verbal impar-

tida por US., los ciudadanos argentinos 
actualmente detenidos debieron ser recluí-
dos en la Cárcel de esta ciudad. 

"Considerando que este establecimien-
to penal no reúne condiciones de seguri-
dad, el Director General infrascrito se p e r -
mite solicitar del Excmo. Presidente de la 
Corte Suprema se sirva, si lo tiene a bien, 
autorizarme para qüe estos detenidos sean 
ubicados en la Penitenciaría de esta ciu-
dad. 

"Alfredo García Moreno Lecaros. 
"Director General de Prisiones". 
A los pocos días, con fecha 5 de abril de 

1957, el señor García Moreno le envió al 
Presidente de la Coi-te Suprema un se-
gundo oficio, redactado en los siguientes 
términos: 

"En atención a lo ordenado por esa Ex-
celentísima Corte, los ciudadanos argen-
tinos actyalmente detenidos debieron ser 
recluidos en la Penitenciaría de Santiago, 
pero, después de una minuciosa visita de 
inspección efectuada al lugar mismo por 
el Director General infrascrito, se pudo 
comprobar que las dependencias habilita-
das para el efecto no reúnen las condicio-
nes de seguridad necesarias para ello, to-
da vez que se encuentran muy próximas a 
la calle y por la configuración misma del 

sector señalado no ofrece ninguna garan-
tía. 

"Por las consideraciones anteriores, el 
suscrito se permite solicitar de US. Iltma. 
se sirva tener a bien ordenar el cambio del 
lugar de reclusión de los cletenidos argen-
tinos desde la Penitenciaría de Santiago 
al Anexo de la Cárcel de esta ciudad, esta-
blecimiento este último que cuenta con las 
condiciones adecuadas 'para el efecto. 

"Alfredo García Moreno. 
"Director General de Prisiones". 

¿A qué se debe, señores Senadores, este 
cambio tan fundamental de la actitud del 
Director General de Prisiones? A la Co-
misión le expresó que el segundo oficio lo 
envió, porque tenía desconfianza en el Al-
caide de la Penitenciaría, señor Mejía. 

Antes de entrar a examinar esta grave 
contradicción ien que incurrió el Director 
General de Prisiones y que demuestra una' 
vez más la falacia de este funcionario, 
debo explicar que el Gobierno, que el Mi-
nistro de Justicia, personalmente, no qui-
so que se habilitara un departamento es-
pecial para l<Js detenidos- argentinos en 
LT Penitenciaría. AM se lo representó 
verbalments y por escrito, al Juez de la 
causa, o sea, al Presidente de la Corte 
Suprema. 

.• Es así como con fecha 12 de abril de 
1957, envié al señor Bianchi el oficio con-
fidencial que, en la parte pertinente, dice 
así: 

"Como tuve' oportunidad de expresar-
lo a V. E. telefónicamente, en ocasión re-
ciente, ante los comentarios encontrados 
que se vienen haciendo en torno al lugar 
en que deben permanecer arrestadas las 
personas cuya extradición ha pedido el Go-
bierno de la República Argentina, el Go-
bierno estima que él debe ser algu io ¿e 
aquellos lugares comunes de detención y 
de prisión preventiva, que, como lo sab» 
V. E., en el Departamento de Santiago, es 
la Cárcel Pública, compuesta de su esta-
blecimiento principal y de su anexo. Esta-
blecer diferencias que pueden ser interpre-
tadas como privilegio, por una parte, o 
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como hostilidad, por la otra, es inconve-
niente, a juicio del Gobierno. 

"La anterior observación, no importa 
ni puede importar, como se comprende, 
que el Gobierno pretenda interferir en las 
funciones de V. E. como juez de primera 
instancia en la sustanciación del expedien-
té de extradición. Nada está más distante 
que eso del propósito del Gobierno, que es 
y será en todo momento muy celoso en ve-
lar por la absoluta independencia del Po-
der Judicial en el ejercicio de sus elevadas 
funciones. Correlativamente, el Gobierno 
reconoce en el Poder Judicial igual predi-' 
camento en lo que respecta a sus atribu-
ciones constitucionales y legales, y espera 
que ese mutuo respeto de atribuciones 
continúe sin interrupción alguna, para el 
correcto funcionamiento institucional del 
país. 

"Sin embargo, el Ministro infrascrito, 
con ocasión de la resolución de V. E. de 
internar a los reos aludidos en la Peniten-
ciaría de Santiago, según,se le ha comuni-
cado por el Jefe de este establecimiento, la-
menta expresar que para adoptar tal reso-
lución habría sido necesaria la autoriza-

. » 
ción previa del Gobierno, porque corres-
ponde sólo al Gobierno dar a la Peniten-
ciaría de Santiago, o a alguna parte de 
ella, el carácter de establecimiento de de-
tención y de prisión preventiva. No es_ 
materia comprendida entre las atribucio-
nes del Poder Judicial". Y más adelante, 
después de defender esta posición del Go-
bierno en el terreno constitucional y legal, 
expresaba al señor Presidente de la Corte 
Suprema en el mismo oficio: "Ahora, si 
V. E. estima indispensable usar en este 
caso alguna sección o departamento de la 
Penitenciaría de Santiago, el Gobierno, 
deseoso de ser deferente con V. E.; aban-
dona su propia estimación, expresada al 
comienzo de este oficio, y está llano a ha-
bilitar como lugar de arresto, para usar 
el vocablo del artículo 646 del Código de 
Procedimiento Penal, la sección o depar-
tamento que V. E. elija en el edificio de 
dicho establecimiento. 

"En todo caso, doy a V. E. las segurida-

des de que si en el caso que me ocupa ^ 
hubiera considerado la intervención qUf¡ 

constitucional, legal y reglamentariartieru 
te corresponde al Gobierno en materia d6 

determinación de locales para cumplir la3 

decisiones limitativas de la libertad qUe 

dicte el Poder Judicial, la presente comu.. 
nicación no se habría producido. 

"El Gobierno está pronto a atender las 
peticiones de V. E. y prestarle la más am-
plia colaboración en el desempeño de sus 
altas funciones". 

Vine a saber que el señor Bianchi había 
¿destinado la penitenciaría de Santiago 
como lugar de .arresto, sólo por el oficio de 
respuesta al que acabo de leer, que me en-
vió dicho magistrado el 16 de abril de 
1957. En vista de que estimé que el Direc-
tor General de Prisiones, en este caso, se 
había excedido en sus atribuciones, lo des-
autoricé. Esta desautorización consta del 
oficio que dirigí al Presidente de la Corte 
Suprema él 22 de abril, el cual, en la parte 
pertinente, dice: 

"El Ministro infrascrito, con la venia de 
S. E. el Presidente de la República, des-
autorizó al Director General de Prisiones 
por haber enviado a V. E. la comunicación 
en que ofrecía la Penitenciaría de Santia-
go como lügar de arresto de las personas 
aludidas. Y está también en conocimiento 
de que dicho Director envió a V. E. una 
segunda comunicación, en la que manifies-
ta que deben ser internados en la Cárcel 
Pública. Por lo demás, el Ministro infras-
crito se tomó la libertad de dar a conocer 
a V. E. verbalmente el pensamiento del 
Gobierno sobre la inconveniencia de fijar 
la Penitenciaría cíe Santiago como lugar 
de arresto, en este caso; y eso es, natural-
mente, coiistitutivo de ¡una expresión gu-
bernativa, si bien no sujeta a formalida-
des, en orden a que- no debía ocuparse ese 
establecimiento como lugar de arresto os 
personas sujetas al procedimiento de ex-
tradición". 

Yo conocí —repito— sólo con posterio-
ridad el segundo oficio del señor García 
Moreno al señor Bianchi. Pero el Director 
General de Prisiones, en su afán deíensi-
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que me preocupé de destacar en la 
sesión pasada, expresa lo siguiente, que. 
figura en la página 28 del legajo de de-
j a c i o n e s : 

«posteriormente" —se refiere a la llega-
ba de los detenidos a la Penitenciaría—, 
"recibí ciertas informaciones, comentario 
de gente del servicio, que el Alcaide de la 
penitenciaría señor Mejía era muy pero-
nista. En vista de estos anónimos telefó-
nicos, tomé la determinación de pedir a la 
Corte Suprema, pues tuve el temor de re-
petir estos comentarios, porque, segura-
mente, me podrían llevar a una querella 
por calumnia y yo tendría que entrar a 
probar que el señor Mejía era peronista, 
que cambiara de la Penitenciaría a los pe-
ronistas. En vista de esto, mandé el si-
guiente oficio:...". Es el oficio que acabo 
de leer, en el que le dice al Presidente de 
la Corte Suprema que la Penitenciaría no 
ofrece seguridades, Esta fue, señor Presi-
dente, una explicación improvisada del se-
ñor García Moreno ante la Comisión. ¿ No 
era lógico y lo correcto que sus temores 
acerca de la lealtad del señor Mejía, los 
hubiera puesto, aunque hubiese sido en 
privado, en conocimiento del Ministro y 
del propio Presideiíte de la Corte Suprema 
verbalmente siquiera? Nada de esto hizo. 

En la página 29 del legajo correspon-
diente, aparece el diálogo siguiente: 

"El señor Correa Larraín.— ¿Manifes-
tó el señor Director estas dudas sobre 
el señor Mejía en ese momento al señor 
Ministro de Justicia? 

"El señor García Moreno.— No. Por-
que tomándole el peso a lá gravedad de 
esto, era fátíil que podían calumniarme". 

Las dudas que dice haber tenido respec-
to al señor Mejía eran esencialmente gra-
ves y ellas habrían bastado para haberle 
indicado el único camino que debió seguir, 
cual era, en primer lugar, no mentir al 
Presidente de la Corte Suprema diciéndo-
le que el Anexfo de la Cárcel era más se-
guro que la Penitenciaría y que ésta, co-
mo local, no ofrecía seguridades. Por otra 
parte, confesó ante la Comisión haber 
mentido, como se puede apreciar en el si-

guiente diálogo que sostuvo con el Dipu-
tado señor Acevedo: 

"El señor Acevedo.— ¿Ud. mandó ese 
oficio al señor Presidente de la Corte S<u-
prema haciéndole presente que el lugar 
donde habían quedado los detenidos ar-
gentinos no encerraba, a su juicio, segu-
ridad, o mayor seguridad? 

"El señor García Moreno.— La verdad 
es que para mí el lugar era seguro; pero 
lo que pasó es que yo tuve qiue buscar un 
punto de vista para defenderme, cuando 
vi que tenía un peligro en el Director de 
la Penitenciaría". 

El Honorable señor Correa Larraín cor -
tinuó interrogando. En la página 40 de 
las Actas, aparece el siguiente diálogo: 

El señor Correa Larraín.— Dentro de 
las condiciones'de seguridad que ofrece 
la Penitenciaría y de los resguardos que 
debieron haberse tomado ¿la fuga debe-
ría haber sido imposible? 

"El señor García Moreno.— Es el es-
tablecimiento que presentaba las mayores 
condiciones de seguridad. En el Anexo 
era muy expuesto". 

Sin embargo, al Presidente de la Cor-' 
te Suprema le expresó absolutamente !o 
contrario. ¿Estamos —pregunto yo— an-
te un hombre veraz, cuando éste, para de-
cir lo que piensa y siente, debe expresar 
precisamente todo lo contrario? 

El Honorable señor Pinto Díaz, según 
consta en la página 43 de las Actas de la 
sesión correspondiente, le formuló la si-
guiente pregunta: "Pero sus temores res-
pecto a la conducta del señor Mejía, ¿Ul . 
se los hizo notar verbalmente al Minis-
tro?". Y el señor García Moreno contes-
tó: "Se los hice notar verbalmente muchas 
veces con detalles. Cada vez que yo iba, en-
contraba bastante bien. Tampoco era roí 
papel el de hacer de Visitador. Yo iba por 
otros objetos, pero veía como estaba esto 

Continuó el señor Pinto: "¿Y' qué le 
respondía el Ministro ante sus temores?". 
Respondió el señor García Moreno: "Me 
decía que estaba muy bien.. .". 

Todo esto, señor Presidente y señores 
Senadores, es una tremenda inexactitud. 
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la más tremenda de las mentiras y de las 
imputaciones falsas que haya podido se-
ñalar el Director General de Prisiones en 
contra del Ministro de Justicia. Jamás rr.e 
expresó temor alguno sobre la' personal 
dad o lealtad del señor Mejía; pero, afor-
tun^'f.mcnte, esa inexactitud total, abso-
luta, completa, de esta falaz afirmado 
aparece de las propias declaraciones d vi 
señor García Moreno. Cuando el Ho"t^ 
ble señor Correa le preguntó si me hab;a 
dado a conocer sus temores, le contestó 
terminantemente qae no, porque temí", 
uní querella por calumnias. En esto de l i 
querella por calumnias fue bastante insis-
tente en el curso de sus declaraciones. 
Es sugestivo, señor Presidente, que des-
pués, al "hacerme notar esos temores con 
detalles", ya no tuviera ningún temor a 
querella por calumnias. ¿No está a la 
\ista —pregunto yo— ante cualquier cri-
terio sereno, ante cualquier criterio me-
dianamente organizado, la superchería del 
ü-eñor García Moreno? Así como denunció 
al Ministro de Justicia, y por escrito, la 
ronda del Mayor Martínez, ¿por qué, ante 
temores de deslealtad tan graves como los 
que dice lo asistían respecto del Alcai-
de de la Penitenciaría, no los puso tam-
bién en conocimiento, por escrito, del Mi-
nistro de Justicia, por lo men^s para sal-
var su responsabilidad, en lo que aparece' 
extremadamente acucioso el señor García 
Moreno a lo largo de sus déc'.arrciones an-
te la Comisión? Lo lógico,, lo imperativo 
en un honibre celoso en defender su res-
ponsabilidad, hubiera sido que esos temo-
res tari graves los hubiera dado a conoc jr 
por escrito, los hubiera denunciado al Mi-
nistro de Justicia. 

De otra parte, señor Presidente, me atri-
buye la respuesta siguiente, que yo le ha-
bría dado' invariablemente: "Está mjy 
bien". ¿Es ésta la respuesta adecuada? 
Perdóneme el Senado la expresión: ¿ no es 
ésta la respuesta que habría dado un im-
bécil ? Los señores Senadores me conocva 
y saben perfectamente que no soy un im-
bécil y que soy incapaz de dar una respues-
ta de tal natur llera. Las contadas veces 

en que hablé con el señor García Moreno 
sobre el Alcaide Mejía me dió siempre una 
impresión favorable sobre él. Me dijo rn,l„s 
o menos lo que se le escapó, señor Presi-
dente, ant!e la Comisión, respecto de la ac-
tuación del seño*" Mejía como Alcaide. Fu 
la página 29, dice al respectó: "Pero ; 
personal de la Penitenciaría ine prestó 
mucha cooperación y el Alcaide era 
hombre que, de otro lado, hay que recono-
cer se preocupa verdaderamente de la P 
nitenciaría. Como vive al frente de ella, 
tiene oportunidad de cumplir bien". Esta¿ 
afirmaciones del señor García Moreno a 
te la Comisión Especial de la Cámara <U 
Diputados, concuerdan coií ló que invaria-
blemente me decía, en las muy pocas ve-
ces en que habló conmigo,' respecto del Al-
caide de la Penitenciaría señor Mejía. 

Además, señor Presidente y Honorable, 
señores Senadores, si hubiera encontrad, > 
en mí el Vacío, como dice, cuando me hirió 
conocer sus temores de deslealtad del Al-
caide, pudo ponerlos en conocimiento, pri-
vado u oficial, del Presidente de la Cor!; 3 
Suprema. No diré pudo: debió ponerlos, 
por lo menos, en conocimiento del juez de. 
la causa, y también del Presidente de r i 
República, ¿i es que encontiaba el vacío 
o la indiferencia de paute del Ministro de 
Justicia. Y digo del Presidente de la Re-
pública, y lo acentúo, señores Senadores, 
porque el señor García Moreno, en sus de-
claraciones, manifiesta siempre que ha f -
tado actuando en defensa del Primer M 1 • 
datario; declara reiteradamente que que-
ría defenderlo, porque quería correspon-

.derle 'al Presidente de la República. ¡Y 
el señor Gsrcía Moreno ha tenido S'emp" 
muy fácil acceso a la Presidencia! 
' En la página 39 de la versión de la se-

sión 2* de la Comisión Especial, el Hono-
rable Diputaáo señor Salvador Correa L¿-
rraín le dirige esta pregunta: "Pero, ¿el 
señor Director pudo comprobar que II, -
lly estaba completamente asegurado?". Y 
el señor García Moreno contesta: "bí, 
cuando fui yo, sí. Después no fui más y no 
pude confirmarlo. Porque en realidad 
estado tres veces enfermo y por prescrip 
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tión médica, debía haberme hecho cargo 
¿e roí puesto el 1" de octubre. Asumí el 4 
¿e septiembre; y lo hice, más que nada, 

r ofender al Gobierno, porque se sabían 
estas maquinaciones que se venían 

pro: arando, aun cuando se me había pex-
mit~Mo estar hasta el 1" de octubre en re-
poso'5. 

¡Fíjense los Honorables señores Sena-
dores en ia gravedad de la afirmación! Sa-
bía él "todas estas maquinaciones que se 
venían preparando", pero no las denunció. 
No las denunció al Gobierno, en defensa 
del cual actuaba con tanto celo; no las de-
nunció al Presidente de la Corte Supre-
ma, que era el juez de la causa, y no lo 
hizo, no obstante tener no sólo el deber 
moral, sino el deber legal de denunciarlas, 
porque no haceVlo, en este caso, de acuer-
do con disposiciones legales, es constituti-
vo de responsabilidad penal. 

Apremiado dos veces por el Honorable 
Diputado señor Juliet para que explicara 
aquello de que estaban en su conocimiento 
"las maquinaciones", contestó, según cons-
ta en la página 39, primero de manera eva-
siva, y dijo que había asumido el cargo el 
4 de septiembre "porque ya me §entía mis 
o menos bien y era necesario que me man-
tuviera en el Servicio. Consideraba que en 
estos casos debía resguardar al Presiden-
te de la República". ¡Y no comunicó los 
hechos al Presidente de la República! 

Sin embargo, el Honorable señor Juli"t 
no dejó la respuesta hasta ahí. Le exigió 
una contestación categórica, y ella- figu-
ra en la página 40, redactada en los si-
guientes términos: "Él señor García Mo-
reno.—-La verdad es que tenía muy ma-
la impresión de este hombre. Por eso te-
mía que ocurriera algo. No me equivoqué". 

Y las maquinaciones^ Honorable Senado, 
¿eran ciertas o no lo eran? ¿Se limitaban, 
simplemente, a una mala impresión del 
Alcaide de la Penitenciaría? Sostengo que 
las supuestas informaciones que dice ha-
berme proporcionado sobre su desconfian-
za hacia el Alcaide, seguramente —no se-
guramente: lo afirmo— son una super-
chería idéntica a la que aparece de ma-
nifiesto cuando se refiere a las supuestas 

"maquinaciones" que estaban en su cono-
cimiento. 

Pero hay algo más, señor Presidente, 
para apreciar la falta de veracidad de es-
te funcionario. El 25 de septiembre, el Al-
caide Mejía le dirigió el oficio confiden-
cial número 2094, que estuvo en conoci-
miento de la Comisión y que debe de estar 
agregado al legajo de documentos corres-
pondiente. 

Dice ese oficio: 
"En respuesta a su oficio confidencial 

N° 285, de, 24 del presente, que ordena me-
didas de seguridad para el recluso argen-
tino que la Ilustrísima Corte Suprema con-
cedió la extradición, tengo el honor de jn-
fprmar lo siguiente: 

'"El viernes 13 de septiembre, ante la po-
sibilidad de ser entregado el referido fa-
llo, y que se revocaría en parte la Ira. ins-
tancia, el suscrito se entrevistó en compa-
ñía del Mayor señor Fajardo con el Sr. 
Presidente de la Corte Suprema, quien ex-
presó en forma secreta la posibilidad que 
el fallo fuera revocado para dos de ellos; 
llegando incluso a concertar una clave te-
lefónica para no dar nombres que'permi-
tiera con días de anticipación tomar las 
medidab de seguridad que el caso reque-
ría." 

"Simultáneamente a lo anterior, el Je-
fe de la Compañía impartió instrucciones 
a los Oficiales, reiterando las medidas de 
seguridad que para este objeto hrni sido 
tomadas desde hace meses, ya que hay 
conciencia de nuestro deber funcionario. 

"Esta relación circunstanciada de los 
hechos, demuestra al Sr. Director Gene-
ral, que ¡el suscrito y la Plana Mayor, no 
estaba ajena a los acontecimientos que se 
podrían suscitad a medida de la incoación 
de la causa. 

"Es así como, con el secreto y cautela 
que el caso requería, se fueron ^impartien-
do paulatinamente las medidas de seguri-
dad que tenía' el deber de considerar y 
ellas se extremaron al recibir el lunes 23, 
a las 14!05 horas, un llamado telefónico 
del Sr. Presidente de la Corte Suprema, 
en donde me comunicaba el fallo presunti-
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vo. Es así como solicité al Sr. Director de 
la Escuela, refuerzos necesarios para ca-
sos de emergencia y también ante la enor-
me escasez de personal, que ayer a las 
12.30 horas hice presente a Ud. y reafir-
mé la seguridad que debía tener en la co-
rrección de procedimiento del personal, 
ya que estaba de por medio el prestigio 
de la Institución. ' v 

"Más o menos a las 14.50 horas de ayer 
24, recibí el llamado del Jefe de Tribuna-
les que comunicaba el fallo definitivo. 

"Inmediatamente el suscrito llamó a la 
casa del Sr. Director General, para darle 
cuenta de dicha novedad, desgraciadamen-
te, el teléfono marchaba ocupado, lo que lo-
gré comunicarme minutos más tarde. 

"A las 16.45 (horas, llegó el receptor pa-
ra notificar el fallo definitivo, junto con 
el Jefe de Tribunales que traía los Oficios 
de la Corte Suprema N« 849 que disponía 
la inmediata libertad de los detenidos: 
HECTOR J. CAMPORA, JORGE ANTO-
NIO, JOSE G, ESPEJO, J O H N 
WILLIAMS COOKE y PEDRO ANDRES 
JOSE GOMIS y N" 848 que comunicaba 
haberse concedido la extradición de GUI-
LLERMO PATRICIO KELLY, procesado 
que permanecerá en esta Penitenciaría a 
disposición del Ministerio de Relaciones 
Exteriores. Copia de- estos Oficios tengo 
el honor de remitir a Ud. 

"Reitero una vez más al señor Director 
General, la garantía de buen servicio en el 
Establecimiento a mi cargo, la que se debe 
íntegramente <al convencimiento que tiene 
el Personal a mis órdenes, de sus deberes 
funcionarios y comprenden que cualquier 
desliz redundará en el desprestigio de 
nuestra Institución. 

Saluda atentamente a Ud. (Fdo.) Sal-
vador M.ejía". 

El Director General de Prisiones con-
testó este oficio por medio del siguiente, 
de fecha 27 de septiembre, en el que acu-
sa recibo y expresa: 

"Conforme a ello, Ud. dispuso la adop-
ción de diversas medidas tendientes a res-
guardar en forma extrema el Orden y la 
seguridad del establecimiento penal a -u 
cargó. 

"Al respecto, debo hacerle presente que 
esta jefatura ha podido apreciar el buen 
resultado de las órdenes impartidas por 
Ud. y la eficiencia con que se ha deserripo-
ñado el personal bajo su mando". 

¿Todo esto no revela la cónfianza que ei 
Director General dé Prisiones tenía en el 
Alcaide señor Mejía y no pone de manifies-
to la falsedad completa de las afirmacio-
nes que hizo ante la Comisión, en cuanto 
a que tenía desconfianza de él y que esa 
desconfiánza la había puesto reiterada-
mente en conocimiento del Ministro de 
Justicia ? 

Sí, señor Presidente: tenía confianza. 
De modo que sus declaraciones, ante la Co-
misión obedecen sólo al afán de congra-
ciarse con ella y de excusar su responsabi-
lidad por no haber fiscalizado adecuada-
mente el cumplimiento de las órdenes. 

La Comisión lo acogió bien y la señora 
Presidenta, como Diputada informante a 
te la Honorable Cámara de Diputados, tu-
vo conceptos bastante elogiosos para el se-
ñor García Moreno. Así se dio pleno valor 
a su testimonio interesado, falso y contra-
dictorio. 

Hay que anotar, también, una circuns-
tancia que aparece de manifiesto en las 
actas de la Comisión Especial de la Ho-
norable Cámara. En la página 43, apare-
ce declarando lo siguiente el señor García 
Moreno Lecaros: "Cada vez que yo iba" 
—se refiere a la Penitenciaría— "la en-
contraba bastante bien. Tampoco era mi 
papel el de hacer de visitador". 

A él, al Director General, al jefe respon-
sable del Servicio, a quien competía la fis-
calización del establecimiento, a quien le 
correspondía legal y reglamentariamente 
hacer cumplir las órdenes, la Comisión 
Especial le acepta que su papel no era el 
de visitador; en cambio, según el criterio 
de la Comisión Especial y de la Cámara, 
el Ministro sí que debía ejercer ese papel. 

Sobre la base de este testimonio falaz, 
interesado y contradictorio —repito—, la 
Comisión y la Cámara construyen un cargo 
en mi contra: el de haber conocido irregu-
laridades en la Penitenciaría. 

Declaro, señor Presidente, que no cono-
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cí otras que la relativa a la. ronda del 
Mayor Martínez y el incidente del teléfono, 
promovido por el señor Cooke, o sea, la 
aplicación de una medida disciplinaria que 
quedó posteriormente sin efecto y a la 
cUal me referí con latitud en la sesión 
anterior. Por lo demás, en mi respuesta 
al oficio del señor Presidente de la Corte 
Suprema, al cual di lectura, expresé lo que 
realmente ocurrió: que había impartido 
inmediata y personalmente las órdenes ne-
cesarias para que se cumplieran en su ple-
nitud las disposiciones del juez de la causa. 

¿Cómo pudo haberme denunciado otras 
violaciones del reglamento o irregularida-
des el señor García Moreno, cuando él 
tampoco las conocía? ¿"No ha afirmado 
reiteradamente, en sus declaraciones, que 
cada vez que iba a la Penitenciaría de 
Santiago encontraba todo muy bien? 

Si la Cámara dio crédito al señor Gar-
cía Moreno en cuanto a que todo estaba 
muy bien, por razón lógica también de-
bió Reconocer que el Ministro nó podía, 
lógicamente, estar en conocimiento de al-
go que ni siquiera el Director de Prisiones 
conocía. 

Los asilados argentinos estuvieron en 
la Penitenciaría alrededor de cinco meses 
y medio, más o menos: desde el 10 de abril 
al 24 de septiembre. El señor García Mo-
reno estuvo tres meses ausente de sus 
funciones: desde el 26 de mayo al 4 de 
septiembre, según declaró él mismo ante 
la Comisión. Su reemplazante, el señor 
Cruz, expresó lo siguiente acerca de la 
denuncia sobre lo-que ocurría en el penal, 
según consta "en la página 57 del informe: 

"La señor Ugalde (Presidenta).— Es 
decir, fueron 90 días (tres meses), de los 
cuales estuvo veinte días con permiso. O 
sea, estuvo 70 días en funciones. 

¿Dentro de dichos 70 días, nunca habló 
directamente con el señor Ministro de Jus-
ticia? 

El señor Cruz.— Hatyé muchas veces. 
La señora Ugalde (Presidenta).—¿ Con 

relación a problemas relacionados con los 
peronistas recluidos? 

El señor Cruz.—No, porque no suce 

dió nada anormal relacionado con los pe-
ronistas, fuera del incidente del teléfono". 

¿Se puede, frente al testimonio del Di-
rector subrogante, que contradice abierta-
mente al del titular, suponer que el Mi-
nistro de Justicia conocía las repetidas 
anormalidades a que se ha referido el 
señor García Moreno? 

Pero quiero agregar algo más sobre el 
particular. 

Se me ha aségurado que en la investiga-
ción administrativa que practica el celoso 
y pundonoroso funcionario que es el Sín-
dico General de Quiebras, señor Rondanel-
li, aparecen antecedentes de los cuales se 
desprende que el propio señor García Mo-
reno acostumbraba tomar tazas de café 
con los detenidos argentinos, en las tardes 
y en las noches. Este es un hecho que po-
dría comprobar el señor Presidente del 
Senado, si pidiera los antecedentes respec-
tivos. 

El primer capítulo de la acusación for-
mulada en mi contra es el de haber de-
jado leyes sin ejecución. Ya he demostra-
do hasta la saciedad que el artículo 147 del 
Estatuto Administrativo, cuyas disposi-
ciones se supone he dejado sin aplicación, 
es meramente facultativo para los Minis-
tros y para el Contralor- General de la Re-
pública, como lo es también aquel precep-
to" de la ley orgánica de la Contraloría 
que faculta al Contralor para ejercer su 
fiscalización mediante la asistencia a los 
consejos administrativos de las institu-
ciones que le corresponde fiscalizar. No es 
ley imperativa ni la una ni la otra. La 
procedencia de la medida de mandar ins-
truir sumario la pueden calificar el Mi-
nistro o el Contralor, en su caso, y lo que 
es facultativo se puede hacer como no 
se puede hacer. 

También se dice que he permitido la 
dictación de normas de excepcióh para los 
asilados, para fundar y configurar este 
capítulo. 

Ya he explicado que en la Penitenciaría 
.rige el Reglamento Carcelario para conde-
nados, porque ése es un establecimiento 
para reos rematados, no para procesados. 



150 DIARIO DE SESIONES DEL SENADO 

El Director General hizo uso de una fa-
cultad que le es privativa al dictar nor-
mas especiales para el régimen de vida 
de los asilados argentinos, y esas normas 
regían durante el período de sustancia-
ción del procedimiento de extradición. 

Entonces, yo me pregunto, ¿qué ley he 
dejado sin aplicar con motivo de los he-
chos que se me imputan? Habría dejado 
de aplicar el Reglamento Carcelario, lo 
cual no es causal de acusación constitu-
cional. Por lo demás, habría dejado sin 
aplicación un reglamento carcelario que 
era inaplicable para los arrestados en el 
procedimiento de extradición. 

Ante la imposibilidad de encontrar una 
ley concreta, una ley imperativa que el 
Ministro de Justicia hubiera dejado de 
apl;car, se recurrió, como dije en la sesión 
pasada, al descubrimiento del artículo 295 
del Código de Procedimiento Penal. Ya he 
demostrado que tal precepto no es apli-
cable por el Ministro de Justicia: lo^es 
sólo por los jueces instructores del suma-
rio en los procesos ordinarios, en lo penal. 

¿Cómo podía el Ministro haber dejado 
de aplicar tal precepto? ¿Lo infringí, aca-
so, "interfiriendo" una atribución del Po-
der Judicial? Aparte que ello no es ver-
dad —porque no aparece ninguna actua-
ción'en que el Ministro "interfiera" las 
prerrogativas del Poder Judicial—, en ese 
supuesto habría habido, como lo expresé, 
atropellamiento de las leyes, y la acusa-
ción no se basa en esta causal. La Cámara 
rechazó el capítulo referente a atropella-
miento de las leyes y, por lo tanto, la con-
sideración acerca de si infringí o no el 
artículo 295 del Código de Procedimiento 
Penal queda totalmente fuera de la juris-
dicción del Senado. 

Por lo demás, también he insistido en 
que los jueces de la causa, primero el se-
ñor Bianchi y después el señor Aylwin, 
conocieron ese reglamento especial y no 
lo objetaron, y en que la Visita Semestral 
de Cárceles, presidida por el Presidente 
de la Corte Suprema, tampoco lo objeto. 

Yo no ordené que se dejara sin cfimplir 
ninguna resolución del Poder Judicial, 

ninguna resolución del juez de la instan-
cia. ¿Cuál habría dejado incumplida? ¡Se-
ñáleseme una! La Comisión no pudo se-
ñalar ninguna. 

En cuanto a las órdenes del señor Ayl-
win, directamente ratificadas al señor 
Director General de Prisiones en el oficio 
al di lectura en la sesión de ayer, cuando 
fueron puestas en mi conocimiento, mi 
actitud no fue otra que ordenar personal-
mente al señor Director General- de Pri-
siones su inmediato cumplimiento. 

Haber pedido que se dejara sin efecto 
una medida disciplinaria. Ya expliqué que 
intercedí por razones humanitarias. Por 
lo demás, ¿configuraría este hecho la cau-
sal de haber dejado leyes sin aplicación? 
Aunque hubiera ordenado que se dejara 
sin efecto una medida disciplinaria, ello 
no habría significado dejar sin aplicar 
una ley, ni tampoco infringir una ley. 

Haber conocido queden la Penitenciaría 
se violó_ el régimen de vida de los asilados 
argentinos en repetidas oportunidades. 
Este es un cargo basado únicameríte en 
las afirmaciones del señor Director Gene-
ral de Prisiones, las cuales ya he exami-
nado con latitud. Me bastaría recordar, por 
la vía del absurdo, que si él no conoció 
esas irregularidades, como lo ha confesa-
do, ¿cómo pudo comunicármelas? Aparte 
que el cargo es totalmente inexacto, in-
exactitud que fluye con nitidez de las pro-
pias declaraciones del señor García More-
no, ¿qué ley hatería dejado sin cumplir? 
Habría dejado sin aplicación el ré'gimen 
interno dictado por el Director General 
de Prisiones para reglamentar la vida de 
los asilados durante la detención, pero en 
ningún caso habría dejado sin aplicar una 
ley. 

,En todo caso, ese supuesto conocimien-
to de violaciones repetidas del reglamento 
¿cuándo habría ocurrido? Antes del 24 de 
septiembre, porque ya en esa fecha-se ex-
pidieron las órdenes especiales y concre-
tas respecto del reo Kelly, y, como lo han 
reconocido la Cámara de Diputados y la 
Comisión, tales medidas especiales, im-
partidas por orden del Ministro, de'llevar 
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al reo Kélly al patio llamado Siberia, im-
p o r t a b a n el término total del régimen de 
vi.li anterior que se,había reglamentado 
para los asilados, y en esto quiero insis-
tir rnte el Honorable Senado. 

¡Icber subido el Gobierno el día 25 de 
s-.yrt',-nbre que la orden dada el día 24. 
por (l Ministro, por intermedio del Sub-
secretario, de llevar al reo Kelly al patio 
Siberia, no se había cumplido. Lo único 
que fluye del inform^ de la Comisión y de 
las 'eclaraciones del señor Subsecretario 
es que éste lo supo, pero no el Ministro. 

1 Subsecretario reiteró el cumplimien-
to inmediato de esa orden. ¿Qué ley, en-
tonces, he dejado de cumplir por este con-
cepto? 

También recojo el cargo de no haber 
fiscalizado el cumplimiento de las órdenes 
impartidas para aislar al reo Kelly. He 
demostrado que -no me correspondía esa 
función. No es función constitucional, le-
er «.I ni reglamentaria de los Ministros de 
Estado el fiscalizar el cumplimiento de 
bs órdenes que imparten a los servicios. 
En éste caso, ése era un deber concreto y 
preciso del Director General de Prisiones. 

¿Qué.ley —me pregunto nuevamente— 
he dejado, en consecuencia, sin- cumplir? 

Haber dejado incumplida la sentencia 
d: la Corte Suprema y, como consecuencia 
de ello, incumplido el .Código de Busta-
ivarté y compromisos internacionales ad-
quiridos por Chile. 

F-~te es un cargo infundado que se for- . 
muía al señor Ministro de Relaciones Ex-
teriores. El reo nunca estuvo a disposición 
del Ministro de Justicia. Me basta remitir-
me a las alegaciones que formuló en esta 
sala el Honorable señor Errázuriz. "Du-
rante él proceso de extradición" —dijo el 
Honorable señor Errázuriz—, "gráfica-
mente, el dueño del reo, el custodio del, 
reo, era el Presidente de la Corte Supre-
ma. Terminado el proceso de extradición 
e¡ dueño del reo, el custodio del reo, era el 
Ministro de Relaciones Exteriores, de 
acuerdo con el artículo 565 del Código de 
Procedimiento Penal". 

No me corresponde como Ministro de 
Justicia cumplir el Código de Bustamante 

ni los. tratados. ¿Cómo podría responsa-
bilizárseme, entonces, de haberlos dejado 
sin cumplir? 

Tampoco, señor Presidente, es justo el 
cargo que a este respecto se hace al señor 
Ministro de Relaciones Exteriores, cómo 
más adelante, aunque no me corresponda, 
de paso lo diré. 

La primera causal de acusación consti-
tucional que se ha aducido en contra del 
Ministro de Justicia en este juicio político 
es, coipo he dicho y repito, la de haber de-
jado sin ejecución las leyes. En el libelo 
acusatorio ni siquiera se configura esta 
causal, dado que no se mencionan las le-
yes que el Ministro de Justicia habría de-
jado de aplicar. Los rellenos del informe 
aprobado por la Cámara, hechos "a pos-
teriori", no son procedentes. El Senado 
debe pronunciarse sobre el tenor de la 
acusación presentada y no sobre el texto 
de Ja acusación enmendada y comple-
mentada. 

Pero aun aceptando lo que es inacepta-
ble, la adición a la acusación de argumen-
tos "a posteriori", no se ha demostrado 
ni se ha podido demostrar que el Ministro 
de Justicia haya incurrido en el delito de 
haber dejado alguna ley sin ejecución, por-
que la inejecución no delictuosa de una ley 
no es un motivo de acusación constitucio-
nal, de acuerdo con nuestra Carta Funda-
mental. Y se reconoce, explíqita y categó-
ricamente, con lealtad que agradezco a la 
Comisión de Diputados acusadores, que los 
Ministros no hemos delinquido en este ca-
so. 

La segunda causal es la de haber com-
prometido el honor nacional. 

Yo he dicho que al estricto tenor del 
libelo, ésta no es una causal que constitu-
cionalmente esté bien configurada en la 
acusación, porque la causal constitucional 
es la de haber comprometido gravemente 
el honor nacional. Gravemente, porque es-
te delito se encuadra dentro del concepto 
general del delito de traición. Por eso la-
Constitución exige que se comprometa, 
gravemente la seguridad y el honor de la 
Nación. 
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¿En qué consiste esta causal? ¿Cómo ha 
sido comprometido el honor nacional? 

La fuga del reo Kelly, se dice, deja in-
cumplidos una sentencia judicial y com-
promisos-internacionales del País. Eso es 
lo que compromete el. honor nacional. Esa 
es la sustancia del capítulo. ¿Por qué 
—pregunto yo— se responsabiliza al Mi-
nistro de Justicia de haber comprometido 
el honor de la Nación? Porque, a juicio de 
los acusadores, dep'ó de aplicar las leyes. 
Esta falta de aplicación de leyes habría 
determinado el hecho de la fuga del reo 
Kelly. Pero, señor Presidente, si, como lo 
he demostrado, no he incurrido en la cau-
sal de dejar leyes sin aplicación, no puedo, 
lógica y racionalmente, haber incurrido 
en la causal ésta de haber comprometido 
el honor de }a Nación. 

Si el Senado, como espero, desecha la 
primera causal, como consecuencia, deberá 
lógicamente desechar también la causal 
segunda, porque la primara, dejar las le-
yes sin ejecución, .sería el medio —para 
seguir el razonamiento de la Diputada se-
ñora Ugalde— de incurrir en la segunda, 
esto es, comprometer el honor de la Na-
ción. 

He sostenido ante la Cámara de Diputá-
dos que el honor nacional no es una noción 
frágil ni precaria, y repito aquí, en el Se-
nado, que la buena reputación de nuestra 
patria en el concierto de las naciones no 
podemos, cuerdamente, sentirla amagada 
o comprometida por un hecho condena-
ble, pero no imputable a la Nación, produ-
cido a pesar de la Nación y contra el sen-
timiento- de la Nación. Porque se trata del 
honor nacional y no del de una parte de la 
nacionalida^d, como sería, por ejemplo, el 
honor del Poder Judicial o el del Congreso 
Nacional. No, Honorable Senado. El Ho-
norable Diputado señor Diez se encargó de 
precisar afortunadamente este concepto 
en la sesión anterior diciendo: "Nuestra 
Constitución no habla ¿el honor del Esta-
do de Chile,. No habla del honor de los Po-
deres Públicos. Nuestra Constitución ha-
bla del "honor de la Nación", es decir, se-
gún el significado del Diccionario, del ho-

nor de ese conjunto de personas de un 
mo origen étnico,y que generalmente ha-
blan un mismo lenguaje y que tienen una 
tradición común". 

Estoy plenamente de acuerdo con la 
acertada tesis del Honorable Diputado se-
ñor Diez. Pues bien, de acuerdo con esa 
tesis, ¿qué es lo que se habría comprome-
tido? El prestigio o el honor o la repu-
tación de un servicio público: el de Pri-
siones, que tenía a su cargo la custodia 
del reo. Y extremando las cosas, sobre 
la base de aceptar lo que es inconstitucio-
nal e irrazonable, de hacer recaer las cul-
pas de los servicios públicos sobre el Go-
bierno, se habría comprometido el honor 
o la reputación del Gobierno; en ningún 
caso el honor de la Nación toda. 

Y la Constitución, como lo sostuvo el 
Honorable señor Diez, se refiere al honor 
de la Nación. El incumplimiento fortuito 
por un gobierno de un tratado o compro-
miso internacional, no puede jamás con-
siderarse compromitente del honor nacio-
nal. Digo "fortuito" para un gobierno, en 
el sentido de "no intencional", señor Pre-
sidente y señores Senadores, que es el ca-
so. 

Mediten los señores Senadores sobre 
el funesto precedente que se sentaría al 
declarar comprometido el honor nacional 
por la imposibilidad no intencional del Go-
bierno de entregar un reo al .país requi-
rente. Sentado este precedente, tendría-
mos que aceptar muchas otrats consecuen-
cias de gravísima trascendencia para el 
prestigio mismo del País. Así,, por ejem-
plo, tendríamos que aceptar que los go-
biernos que, impelidos por las circunstan-
cias, suspendieron el pago de la deuda ex-
terna, comprometieron el honor nacional 
y debieron' ser acusados. También ten-
dríamos que aceptar, señor Presidente, 
que se comprometió el honor nacional 
cuando el Congreso suspendió la obliga-
ción dfel Banco Central de pagar por ca-
da peso el equivalente en oro a seis peni-
ques ingleses, porque al pago de la deuda 
externa y al mantenimiento del valor oro 
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¿e la unidad monetaria nacional estaba 
ligada nada menos que la fe de la Nación, 
gin embargo, no se consideró, en esos ca-
gos, comprometido el honor nacional, y, 
por cierto, ni siquiera se intentó acusar 
a nadie. 

El Gobierno argentino, señor Presiden-
te, el Gobierno afectado por este no cum-
plimiento involuntario, no culpable, de 
parte del Gobierno de Chile, ¿qué actitud 
ha teniÓo? Ha dado a los hechos las ver-
dad?ras y limitadas proporciones que 
ellos tienen. Ni siquiera ha habido unaN 

protesta o* una representación diplomáti-
ca. Contrasta, evidentemente, la actitud 
del Gobierno argentino, con el tropicalis-
mo mental que parece nos está invadien-
do, señor Presidente. 

A "El Mercurio" se le escapó, posible-
ment?, la publicación de un editorial del 
diario "La Nación", de Buenos Aires. En 
la edición del día 20 de octubre, aparece 
reproducido un editorial del diario "La 
Nación", el gran diario fundado por Bar-
tolomé Mitre, en el que después de hacer 
un comsntario muy completo sobre los su-
cesos, se dice: 

"Sin detenernos a subrayar más que la 
admirable disposición puesta de manifies-
to en la reverencia a la majestad de la 
justicia, no dejaremos de decir que, en 
el sentimiento argentino, el prestigio de 
las instituciones y el pueblo de Chile en 
ningún instante pudo aparecer afectado 
por la acción de quienquier^ que se halla 
identificado con la inclinación del inculpa-
do. La serenidad del «pueblo y del Gobier-
no argentino haiv sido esta vez un elo-
cuente acto de respeto afectivo". 

"Lh histórica vocación de libertad que 
t^né un arco eterno sobre cordillera, 
mantiene unidos a los dos pueblos con 
nombres' de una fe y una hermandad a 
la que no puede mezclarse el pasaje efí-
mero de variados protagonistas de la cró-
nica policial". 

Esto es el reflejo de la opinión pública 
argentina. Allí no aparece lesionado el 
prestigio de nuestra república no apare-

ce lesionado el prestigio de la democracia 
chilena, no aparece lesionado el prestigio 
de la Nación.' 

¡Es ésta una lección tremenda de so-
briedad que- el gran diario argentino da 
a la prensa chilena! 

Pero la Comisión se dio a la tarea de 
probar coh recortes de prensa y con de-
claraciones de testigos lo que no es sus-
ceptible de ser probado ni con recortes 
de prensa ni con declaraciones de testi-
gos. Trató de probar que el honor de la 
Nación había sido comprometido, y se alu-
dió aquí a varias publicaciones, a "Ti-
me", por ejemplo. 

Señor Presidente, ¿no sabemos que to-
das estas revistas publican lo que les man-
dan sus corresponsales acreditados en los 
países respectivos? ¿No se sabe quien es 
en Chile el corresponsal de "Time"? 

¿Podemos estimar como una opinión 
oficial de la revista "Time" o como la su-
ma de la' opinión pública norteamericana 
lo que expresa el editorial de esa revista, 
al que se dio lectura en sesiones anterio-
res? Y tampoco es un, editorial, una nota 
del señor Ministro de Relaciones Exterio-
res, sino una información de crónica en-
viada a la revista, desde Chile, por el se-
ñor Mario Planet. 

Un ejemplo de los esfuerzos gastados 
por la Comisión para acreditar que está 
comprometido eil honor nacional lo en-
contrará el Honorable Senado en las pá-

"ginas 15, 16 y 17 del legajo correspon-
diente, en que consta el exhaustivo inte-
rrogatorio a que se sometió al ex Emba-
jador de Chile en Argentina señor Fer-
nando Aldunate. Se lo .instó, por todos los 
medios, a que expresara que en Argenti-
na se ^ estimaba Comprometido el honor 
nacional. Se instó al señor Aldunate, por 1 

todos los medios, a,que expresara que se 
entorpecerían las relaciones diplomáticas 
y comerciales entre Chile y Argentina; 
que el tratado comercial entre ambos paí-
ses no llegaría a perfeccionarse, como 
consecuencia de este suceso. Más todavía, 
se lo invitó a que declarara en sesión se-
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creta. El señor Aldunate, hombre de ho-
nor, manifestó: "No tengo nada que de-
cir en sesión secreta. Sobre mi actuación, 
debo y puedo hablar en sesión pública". 

¿Qué dijo el señor Aldunate? No cansa-
ré al Honorable Senado al leer el detalle 
sido recibida por el Gobierno y la opinión 
argentinos con serenidad. 

Primero, que la fuga de Kelly había 
sido recibida por el Gobierno y por la opi-
nión argentinos con serenidad. 

Segundo, que no había ningún motivo 
para pensar que las relaciones de Chile 
con Argentina podrían resentirse o su-
f r i r tropiezos con motivo de este inci-
dente. 

Tercero, que tampoco había motivo pa-
ra pensar que el tratado comercial chile-
no-argentino se vería entorpecido. 

Allí están las declaraciones del señor 
Aldunate. 

Pero, también, en el afán de encontrar 
argumentes imposibles de encontrar, se 
p^uce, como un fundamento para expre-
sar que se ha comprometido el honor na-
cional, la renuncia del Embajador señor 
Aldunate. ¿No han leído los Señores Se-
nadoras el texto de ella? El señor Aldu-
nate renunció, precisamente, por haber 
su partido acordado promover esta acu-
sación ante la Cámara de Diputados y 
por ser él funcionario de an Gobierno que 
aparecía acusado constitucionalmente por 
su propio partido; eso lo dice en forma 
textual, con toda claridad. Por tanto, lo 
que provocó esa renuncia, según el tenor 
de la misma, ño fue sino la acusación. 

Señor Presidente, comprendo que lo de 
comprometer el honor nacional es un con-
cepto abstracto, difícil' de definir. Pero 
yo digo que, por lo menos en su aprecia-
ción, está sujeto a las reglas de la razón 
y del sentido común, vale decir, al juicio 
recto y claro, que da a las cosas sus di-
mis iones y trascendencia reales, juicio 
r eto y claro que —estoy seguro— acom-
paña a los miembros de esta alta corpo-
ración. 

Deseo ahora referirme a un problema 

que debe ser dilucidado y resuelto por el 
Honorable Senado, al conocer de la acu-
sación : es el relativo a la responsabili-
dad ministerial ante el Derecho Constitu-
cional. 

En la Carta de 1833 y durante su apli-
cación como Carta de régimen parlamen-
tario, la responsabilidad de los Ministros 
era de tres clases: primero, política o 
parlamentaria; segundo, penal, y terce-
ro, civil. 

En la Constitución vigente, después de 
la reforma de 1925, se estableció la res-
ponsabilidad política y civil de los Minis-
tros y se excluyó expresamente —éste fue 
uno de los objetivos fundamentales de la 
reforma de 1925— la responsabilidad po-
lítica o parlamentaria de los Ministrps. 

La responsabilidad penal se persigue 
de acuerdo con los artículos 39, número 
l 9 , letra b), y 42, número l 9 de la Cons-
titución, respecto de los Ministros. 

El" fin de la responsabilidad penal es, 
evidentement?, la pena. La acusación es-
tá a»utori?ada por el artículo 39 de la Cons. 
titución Política, por delito. El Honorable 
Senado debe declarar si el acusado es o 
no culpable del delito o abuso de poder 
que se me imputa. Ahora, delito y abuso 
de poder no son expresiones distintas, se-
gún voy a demostrar. 

La acusación constitucional —hoy día, 
dentro de los términos de la Carta Fun-
damental— debe perseguir la responsa-
bilidad penal'solamente, pues el funciona-
rio declarado culpable, dice el artículo 
42, "será juzgado dtín arreglo a las leyes 
por el tribunal ordinario competente, tan-
to para la aplicación de la pena señalada 
al delito cometido, cuanto para hacer efec-
tiva la responsabilidad civil por los da-
ños y perjuicios causados al Estado y a 
los particulares". 

.Este es el fin del juicio político: es un 
fin penal. La destitución, que se produce 
una vez aprobada la acusación por el Se-
nado, es una medida política accesoria, 
de cumplimiento inmediato; pero no es 
el fin principal del juicio político. El ob-
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Í0to primordial de éste es de orden emi-
n e n t e m e n t e penal. Y asi lo revela tam-
bién la circunstancia de que se puede de-
ducir la acusación contra los ex Ministros, 
c0n,tra quienes no cabría la destitución. 

Cuando la Carta Fundamental expresa 
que el Senado se limitará a declarar si el 
acusado es o no responsable del delito o 
abuso de poder que se le imputa, no ha 
establecido, señor Presidente, conceptos 
distintos, según lo demostraré. 

En efecto, si la Ley Fundamental hu-
biera entendido que una cosa es el delito 
y otra cosa distinta el abuso de poder, ha-
bría sido necesario que la conjunción "o" 
allí empleada fuera disyuntiva y exclu-
•yenta y no, como lo es, por*el contrario, 
cooídinativa, vale decir, que une y coor-
dina ideas que s'e complementan, pero no 
se excluyen, pues los delitos se cometen 
precisamente abusando del poder, por lo 
cual el delito se encuentra implícito en la 
expresión más general o genérica de abu-
so de poder. 

Si el Constituyente hubiera querido sig-
nificar que el delito y el abuso de poder 
son conceptos distintos o antagónicos, ha-
bría sido menester redactar la frase de 
otra manera: el Senado se limitará a de-
clarar si el acusado es o no culpable del 
delito o del abuso de poder. 

Yo sostengo que el juicio político ,en 
nuestra Carta Fundamental es una insti-
tución de finalidades penales. Remonté-
monos breve y ligeramente a la génesis * 
de esta institución política. 

Todos los autores, Carrasco Albano, 
Huneeus, Roldán, Estévez, Amunátegui, 
entre tantos que podría citar, coinciden 
en que dicha institución deriva del jui-
cio político inglés aplicado desde el si-
glo XIV con el nombre de "impeach-
menf', que én su origen fue un procedi-
miento puramente penal. Por eso, inspi-
rrda en- esta institución clásica de Ingla-
terra, la Carta de 1833, en el artículo 98, 
dispuso: "El Senado juzgará al Ministro 
acusado ejercitando un poder discrecio-
nal ya sea para caracterizar el delito o 

para dictar la pena. De la sentencia que 
pronuncie el Senado no, habrá apelación 
ni recurso alguno". 

Se dio al Senado la facultad de carac-
terizar el delito y de fi jar la pena. ¿Por 
qué, señor Presidente? Porque en aque-
lla f echa, cuando se-dictó la Carta de 1833 
—se^ puedie decir con toda propiedad— 
había una legislación penal extraordina-
riamente confusa, imprecisa e indefinida;-
regían, cuando se dictó la Constitución 
de 1833, las siguientes leyes españolas: 
las pragmáticas, cédulas, decretos y or-
denanzas del Rey comunicadas por el Con-
sejo de Indias desde 1680 a 1810; la Re-
copilación de Indias de .1680 ; la Novísi-
ma Recopilación de 1805, y hasta las Le-
yes del Estilo, el Fuero Real de 1255, el 
Fuego Juzgo y las Siete Partidas. 

A la fecha de la promulgación de la 
Carta de 1833, eran ésas Tas leyes vigen-
tes, sin perjuicio de algunas leyes pena-
les que, en número de dieciséis, se habían 
dictado hasta ese año sobre determinadas 
materias, entr.e otras, sobre libertad de 
imprenta, pena de azotes, delitos contra 
la propiedad y delitos varios, espionaje, 
falsificación de billetes, jueigos de azar, 
etcétera. Por ello, el constituyente, ante 
la falta de una legislación penal especí-
fica y determinada, se vio en la necesi-
dad de confiar al Senado la caracteriza-
ción del delito y la determinación de la 
pena. 

El artículo 98 de la Carta del 33 fue 
modificado por la reforma constitucional 
del 24 de octubre de 1874, por estimarse 
que su aplicación significaba entregar al 
Senado un poder sobrehumano, reñido 
con la buena y correcta organización dé 
una república. Se quiso quitar al Senado 
la facultad de caracterizar el delito y de 
aplicar la pena, pero sin variar, en ma-
nera alguna, el sentido penal de la ins-
titución. Por tal motivo, se reformó el 
precepto, en el sentido de que la califi-
cación del delito y la aplicación de la pena 
corresponderían a los tribunales ordina-
rios de justicia. Como 'se ^abe, la reforma 
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de 1925 no alteró lo establecido por la 
ley modificatoria del año 1874; pero la 
opinión ds los tratadistas, que para mí 
es valiosa, es perfectamente uniforme 
respecto a que, en la acusación a los Mi-
nistros de Estado, sólo pueden perseguir-
se en ellos crímenes o delitos. 

Me permitiré cansar por breves instan-
tes la atención del Senado, para demos-
trar, contra la idea corriente, que la ins-
titución del juicio político es eminente-
mente penal y que así lo sostienen, de mo-
do invariable, los más reputados tratadis-
tas de Derecho Constitucional. 

Don Jorge Huneeus, al comentar el ar-
tículo 92 de la Carta de 1833, hoy artícu-
lo 39, en su obra "La Constitución ante 
el Congreso", tomo II, página 181, dice: 
"Bástenos observar que dentro del artícu-
lo 92, que todavía no se ha aplicado, ca-
b<Jn todos los delitos que un Ministro pu-
diera cometer en el ejercicio de sus fun-
ciones. ¿Cuál de esos delitos no cabría, 
en efecto, dentro de la infracción de la 
Constitución, del atropellamiento de la 
ley o el haber dejado alguna sin ejecu-
ción? La enumeración que este artículo 
contiene es tan comprensiva copio lo es 
la del artículo 83, (que se refiere al Pre-
sidente de la República) y el contraste 
que entre ambos existe revela claramente 
cuál es la importancia y el alcance de la 
responsabilidad que pesa sobre los Mi-
nistros del Despacho, quienes la sobrelle-
van v exclusivamente, aunque así no de-
biera ser, mientras no expire el período 
presidencial". 

Más aún, al comentar los artículos 99 
y 100 de la Constitución de 1833, que 
equivalen al artículo 42 N9 2? de la Car-
ta vigente, que permite a un particular 
acusar a un Ministro de Estado ante el 
Senado para poder demandar los 'perjui-
cios que éste pueda haberle ocasionado en 
algún acto del ministerio, y así perseguir 
su responsabilidad civil, el señor Huneeus 
expresa: "La acción que ambos (artícu-
los) conceden al particular perjudicado 

es meramente civil, puesto que su objeto 
es obtener el pago de los perjuicios su-
fridos. En razón de delitos cometidos den. 
tro del ejercicio de sus funciones, los Mi. 
nistros no' pueden ser abusados sino por 
la Cámara de Diputados ante el Senado". 

El mismo autor, en la página 273, del 
tomo I de su obra, al considerar las obli-
gaciones y deberes que debe cumplir ]a 

Cámara de Diputados frente a una acu-
sación constitucional, dice: "Pensamos, 
por lo tanto, que la admisión a examen 
de una proposición de acusación es algo 
que presupone cierto estudio y que impli. 
ca la resolución de algunos puntos graves. 

"En nuestro concepto —agrega— ad-
mitir a examen una proposición de acusa-
ción o simplemente'admitirla, importa re-
solver : l 9 ) que la acusación ha sido enta-
blada en tiempo y forma; 29) que el cri-
men o delito que la motiva existe o que ha-
ya por lo menos semi plena prueba de su 
existencia, o que el hecho denunciado se 
presente-en el carácter-de tal crimen o 
delito; y 31?) que el crimen o delito, o el 
hecho que se presenta en tal carácter y 
que se imputa al funcionario a quien se 
trata de acusar es de aquellos que, con-
forme a la Constitución, constituye a la 
Cámara de Diputados en autoridad com-
petente para acusar ante el Senado". 

Y antes, abundando sobre el mismo te-
ma en la página 271 del tomo I, repro-
duce las palabras pronunciadas por dpn 
Antonio Varas en la Cámara de Diputa-
dos en la sesión de 29 de agosto de 1868 
y que el comentarista hace suyas. "Si por 
el hecho de introducirse a la Cámara una 
proposición de acusación debiera ser ad-
mitida y tramitada. ¿Para qué la Consti-
tución habría puesto a la. Cámara en el 
caso de pronunciarse sobre la admisibi-
lidad de la proposición ? Es menester pues 
apreciar primeramente si la proposición 
es admisible, si los hechos en'que se apo-
ya dan materia de acusación para darle 
curso y tramitarla". Y agrega don Anto-
nio Varas: "Toda acusación exige un de-
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lito' si falta el delito la acusación no es 
posible"-

Por su parte, don Alcibíades Roldán, 
en su obra "Elementos de Derecho Cons-
titucional de Chile", página 422, número 
186, bajo el epígrafe de responsabilidad 
pendí de los Ministros de Estado, expresa: 

"Procede esta responsabilidad cuando 
un Ministro comete delito en el desempe-
ño de sus funciones. A diferencia de la 
responsabilidad política o parlamentaria, 
la, penal está perfectamente definida en 
¡a Constitución. El procedimiento se di-
rige a obtener el castigo del culpable y 
no sólo su separación del cargo. Los de-
litos que la autorizan son los de traición, 
concusión, malversación de fondos pú-
blicos, infracción de la* Constitución, atro-
pellamiento de las leyes, por haber deja-
do éstas sin ejecución y por haber com-
prometido la seguridad o el honor de la 
Nación". 

Agjrega: "Es fácil observar que no hay 
hecho alguno que. pueda ser• calificado de 
mtti desempeño de funciones que no au-
torice una acusación contra los Minis-
tros". 

Pero hay más, señor Presidente. Mu-
chos señores Senadores han debido cono-
cer la extraordinaria ilustración y clari-
dad mental de un hombre eminente, fa-
llecido hace poco, el ilustre profesor de 
Derecho Constitucional de la Universidad 
de Chile y de la Universidad Católica don 
Carlos Estévez. El señor Estévez, con esa 
admirable claridad que lo distinguía,' des-
arrolló el tema en las siguientes palabras 
(página 197, de su obra "Elementos de 
Derecho Constitucional Chileno)": 

"La responsabilidad de los Ministros 
es en el Derecho Público de tres clases: 
responsabilidad política o parlamentaria; 
responsabilidad penal y responsabilidad 
civil". 

"La responsabilidad política o parla-
mentaria consiste en la manifestación de 
confianza o desconfianza que la mayoría 
de la Gámara política haga al Gabinete 

o a un Ministro determinado; eS propia, 
del régimen parlamentario y no existe en 
el régimen presidencial. Nuestra Consti-
tución la he eliminado expresamente en 
el incisQ 2? del artículo 39, que se refiere-
a la facultad de fiscalizar que reconoce a 
la Cámara de Diputados. El ejercicio de 
la facultad de fiscalización y la forma de-
hacerla efectiva se estudiará conjunta-
mente con los regímenes presidencial y 
parlamentario del gobierno". 

"La responsabilidad penaíl es la que 
(proviene de los delitos que el Ministro-
puede cometer en el desempeño de su 
cargo, siempre que esos delitos estén se-
ñalados en la Constitución y castigados-
en el Código Penal". Me permito desta-
car esta frase: "Siempf-e que los delitos 
estén señalados en'la Constitución y cas-
tigados en el Código Penal". "Es a esta 
responsabilidad a la que se refiere el ar-
tículo 39, inc. I?, letra b)., en estudio". 

"La Constitución ha querido ser proli-
ja y precisa en la enumeración de estos-
delitos; no desea que un cuerpo político 
como la Cámara de Diputados pueda crear-
o inventar delitos o darle carácter de 
tales a hechos que no lo tienen en la ley 
penal. La enumeración que nuestra Cons-
titución hace en este artículo es sumamen-
te amplia; sería difícil encontrar un he-
cho delictuoso ejecutado por un Ministro-
de Estado que no esté comprendido en 
alguna de las causales de acusación allí' 
establecidos". 

Posteriormente, en la misma obra, al 
estudiar fel régimen de gobierno de la 
Constitución de 1925, en la página 317, 
don Carlos Estévez afirma lo siguiente: 

"Debe tenerse presente que la respon-
sabilidad política no supone un delito de 
los Ministros, como es el caso de la res-
ponsabilidad penal, que se hace efectiva. 
por la acusación de la Cámara de Dipu-
tados ante el Senado". 

Aún más, al tratar, en la página 199, 
la causal de haber comprometido grave-
mente la seguridad o el honor de la N a -
ción, expresa el señor Estévez: 
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"Este es un delito que se encuentra 
dentro del concepto general del delito de 
traición". 

Señor Presidente, en el año 1935, se 
presentó una acusación constitucional en 
contra de los Ministros del Interior y^de 
Defensa Nacional y deil Intendente de 
Santiago, señores Luis Cabrera Gana, 
Emilio* Bello Codesido y Julio Bustaman-
té, respectivamente, basada en haber au-
torizado la entrega de municiones del 
Ejército a esa institución que se llamó 
Milicia Republicana. 

El informe expedido por la Comisión 
de la Cámara de Diputados, que recomen-
daba el rechazo de la acusación, fue Sos-
tenido ante esa corporación, por el Dipu-
tado señor Cañas Flores, quien se remi-
tió íntegramente, para fundar el rechazo 
dé la acusación, a las argumentaciones 
que había formulado anteriormente en la 
Cámara, con motivo de otra acusación 
constitucional, el ex Diputado señor Ra-
fael Moreno Echavarría, a quien muchos 
señores Senadores conocen y que actual-
mente es, precisamente, uno de los abo-
gados integrantes que firman el fallo de 
la Corte Suprema en el caso de Kelly. 

Dijo, entonces, el señor Cañas Flores: 
"El segundo punto de mi defensa tiene 
relación de orden jurídico, y quiero en 
esta parte acompañarme del juicio de uno 
de los Diputados que justificado respeto 
merece a la Honorable Cámara por -su 
preparación jurídica, el juicio del Diputa-
do don Rafáel Moreno Echavarría, a quien 
le cupo él honor de ser el Diptuado in-
formante de la acusación anterior en con-
tra del Gobierno en el presente año. Cito 
a mi colega, porque sus palabras quizás 
sin desearlo ni pensarlo él, estaban co-
mo pronunciadas para todas las acusacio-
nes de la actual oposición política y de 
las que séguramente hará en su ciego 
.afán de derribar al Gobierno". 

Decía él' señor Moreno en esa ocasión: 
"La responsabilidad penal de los Minis-
tros debe hacerse efectiva ante la Hono-
rable Cámara de Diputados, porque es 

atribución propia de ella, según el ar-
tículo 39, número 1, letra a) de la Cons-
titución, "declarar si ha o no lugar a acu. 
saciones que diez Diputados, por lo me-
nos, formulen contra los Ministros, p0r 

los delitos de traición, concusión, malver-
sación de fondos públicos, soborno, in-
fracción de la Constitución, atropella-
miento de las leyes por haberlas dejado 
sin ejecución y por haber comprometido 
gravemente la seguridad o el honor de 
la Nación". 

Agregaba el señor Moreno: 
"No se trata de un juicio criminal co-

mún contra un vulgar ciudadano, sino 
contra hombres que están desempeñando 
cargos en otro Poder Público, que se lla-
ma Gobierno o Ejecutivo, y que al caer 
envueltos en un vereditco de esta especie, 
pierden no sólo su propio prestigio, sino 
que perturban intensamente al Gobierno 
y comprometen muchas veces hasta el 
prestigio del país. 

"En todos los Parlamentos se usa el ar-
ma de la acusación contra el Jefe del Es-
tado, contra los Ministros y altos funcio-
narios, sólo en situaciones excepcionales, 
por delitos gravísimos que no es posible 
disimular y que merecen castigo para sa-
tisfacer a la Nación verdaderamente ofen-

. dida". 
Más adelante decía: 
"La acusación penal contra esos fun-

cionarios, tiene por objeto "hacer efectiva 
la ' responsabilidad criminal que tengan 
por delitos o infracciones cometidas en 
el ejercicio de sus funciones ministeria-
les, lo cual conduce a la aplicación de una 
pena". 

Después añade: 
"Por consiguiente, una acusación de 

tal naturaleza debe seguir la misma suer-
te de una acusación del Ministerio Públi-
co o de una querella, particular, esto es, 
debe contener, aparte de la individualiza-
ción del inculpado, una relación circuns-
tanciada del hecho, la naturaleza y espe-
cificación del delito presunto •Constituido 
por aquel hecho, la disposición legal que 
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c o n t e m p l a ese delito y la pena con que 
lo castiga. 

"Esto es lo menos que puede exigirse a 
una acusación criminal interpuesta en la 
Cámara contra un Ministro de Estado". 

Asi terminaba diciendo el señor More-
no. 

Yo comprendo, señor Presidente, que 
un abuso de poder —siempre que la Cá-
mara dé Diputados hubiera acusado por 
abuso de poder y el Senado hubiera acep-
tado la acusación— pueda no constituid 
según la ley penal un delito. Este es un 
vacío de la ley. Un vacío de la ley —óiga-
se bien—, pero no un vacío de la Cons-
titución, porque ésta creó expresamente 
una institución puramente penal. De mo-
do que ese vacío de la ley en ningún caso 
cambia ni puede cambiar la calificación 
penal que la Constitución le atribuye a la 
institución del juicio político. Y la acu-
sación'formulada en contra del Ministro 
que habla no persigue fines penales y, por 
lo tanto, sería improcedente. 

Esta misma tesis fue defendida calu-
rosamente en la Cámara de Diputados por 
un profesor de Derecho Penal, don Alfre-
do Guillermo Bravo, quien, comprendien-
do que pudieran algunos abusos de poder 
no estar específicamente castigados en la 
ley penal, se vio en la necesidad de pre-
sentar un proyecto de ley de fecha 3 de 
noviembre del año 1931. Para suplir cual-
quier deficiencia y para evitar que en lo 
futuro pudiera desnaturalizarse el carác-
ter de institución penal del juicio polí-
tico, el señor Bravo propuso la siguiente 
disposición: 

"Artículo 89— Se entiende por abuso 
del poder cualquiera de los actos enuncia-
dos en las letras a) , b), c), d) y e ) del 
artículo 39 de la Constitución Política del 
Estado, que no hubieren sido considera-
dos en las leyes como delitos específicos 
y determinados. 

"El abuso del poder será penado con 
extrañamiento menor en cualquiera de sus 
grados.". 

Pero hay algo más que puedo invocar. 

El Partido Radical y toda la Izquierda de-
Chile, ante una acusación constitucional 
formulada por infracción de la Consti-
tución y atropellamiento de las leyes eir 
contra del Ministro del Interior don Gui-
llermo Labarca —no recuerdo el año-—, 
sostuvo categóricamente esta mism^ doc-
trina por intermedio del Senador de la 
primera circunscripción señor Hiriart 
Corvalán. Dijo el señor Hiriart: "Los Se-
nadores que componemos la Izquierda en 
este Honorable Senado, creemos que no 
habría dignidad política de nuestra par-
te si contribuyéramos con nuestra pre-
sencia a constituir en Jurado a ese Alto 
Cuerpo para juzgar al acusado. 

"En nuestro concepto, esta acusación 
excede los preceptos constitucionales, los 
transgrede y los ofende, hiriendo los pu-
ros principios de nuestra democracia. , 

"La acusación no aparece fundada en 
ningún delito que pueda ser imputable al 
Ministro acusado, y para cohonestar su 
instauración se ha dicho por los acusa-
dores que no se precisa la demostración 
de la existencia de un delito para que ella 
prospere. Según el criterio de los acusa-
dores, basta demostrar que el acusado ha 
incurrido en un abuso cualquiera de po-
der, aunque este abuso no tenga los ca-
racteres de delito. 

"No creemos seria esta interpretación 
constitucional y pensamos que es senci-
llamente desquiciadora del régimen jurí-
dico que impone nuestra Carta Funda-
mental. 

"Los Ministros de Estado no pueden 
ser acusados sino por delitos taxativa-
mente señalados en la letra b) del ar-
tículo 39 de la Constitución Política del 
Estado. Y cuando el Honorable Senado se 
constituye en Jurado, en uso de la atr i -
bución que le confiere el N? 1 del artículo 
42 de la misma Constitución, no puede1 

sino resolver si el acusado es culpable o 
no de alguno de los delitos indicados en 
la letra b) del artículo 39 de los precep-
tos constitucionales. Las expresiones 
"abuso de poder" que se contienen en el 
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inciso del N<? del artículo 42, no pue-
den tener otro alcance que el de referir-
se a aquellos delitos que para su comisión 
tiene que mediar el abuso del poc(er de 
que haya estado investido el acusado. 

"De otra suerte, no se concillarían los 
-diversos preceptos constitucionales del ar-
tículo 42, desde el momento que la decla-
ración de culpabilidad conduce al acusado 
ante el Tribunal Ordinario competente, 
para que, juzgado con arreglo a las leyes," 
se le aplique la pena señalada al delito 
cometido. Y sabe el H. Senado que nadie 
puede ser juzgado sino por el delito expre-
samente especificado en las leyes pena-
les. 

"Es évidente, entonces, que cualquiera 
que sea el abuso de poder que se invoque 
en alguna acusación, debe ser él de tal 
naturaleza, que constituya por sí mismo 
un delito penado por la ley. 

"A juicio de los Senadores de la Izquier-
da, debió haber sido suficiente la consi-
deración antedicha \para que no se hubie-
ra instaurado esta acusación contra el 
Ministro señor Labarca, a fin de no sa-
car del cauce constitucional nuestra vida 
democrática. 

"Sentimos la responsabilidad que pesa 
sobre nosotros en este instante, y no que-
remos participar, en modo alguno, en la 
empresa que se ha trazado la Derecha de 
los partidos políticos de Chile, cuya última 
finalidad no parece ser otra que el que-
brantamiento total y definitivo de las ins-
tituciones constitucionales para ganar por 
tan peligrosa vía lo -que perdió en una lu-
cha cívica que dio a la Izquierda el predo-
minio político en el País. 

"No rehuimos la lucha ni dejaremos que 
nuestro triunfo se malogre o se marchite 
con procedimientos que son vedados para 
la Constitución y la Ley. 

"Es conveniente que la Derecha no ol-
vide que es juego peligroso para la nor-
malidad de la Nación ampararse en una 
mayoría parlamentaria para poner al 
servicio de sus anhelos políticos los resor-
tes constitucionales desfigurados. Nin-

guna democracia puede sobrevivir a la 

conculcación sistemática y tendenciosa de 
las instituciones constitucionales y lega-
les que constituyen la vértebra de su es-
tructura social". 

Este fue, señor Presidente, el discurso 
del Senador radical señor Hiriart Corva-
lán, en el que plantea, como ha podido 
apreciarlo el Senado, una doctrina per-
fectamente concordante con la que yo ven-
gó spsteniendo. 

La acusación constitucional, especial-
mente en el régimen de Gobierno que con-
sagra la Carta de 1925, no es para perse-
guir responsabilidad política, sino para 
establecer una responsabilidad penal. No 
hay responsabilidad política de los Minis-
tros, después de promulgada la reforma 
de 1925. La supresión de tal responsabili-
dad, señor Presidente, fue precisamente 
una de las aspiraciones y objetivos funda-
mentales de esa reforma constitucional. 
Así aparece de las actas, de los discursos, 
de las conferencias del Presidente Ales-
feandri y de los comentarios autorizados 
del señor Guerra sobre esta materia. 
Aceptar, pues, la Constitución como me? 
>dio de hacer efectiva, no una responsabi-
lidad por un delito, sino una responsabi-
lidad política, sería burlar la Constitución 
abriéndole una grieta de insospechables 
consecuencias. Y esto es, precisamente, lo 
que se pretende que haga el Seriado. La 
acusación no se basa en hechos delictuo-
sos de los Ministros. Se dice, se reconoce 
y se proclama que se persigue hacer efec-
tiva en contra de nosotros una responsa-
bilidad que no es de carácter penal, que 
no deriva de algún delito, sino de negli-
gencia. O sea, se está eligiendo un medio 
que constitucionalmente no es el idóneo 
para hacer efectiva esa responsabilidad. 
Resulta, entonces, que esta acusación, al 
tenor de las propias expresiones de los 
acusadores, es eminentemente inconstitu-
cional y violatoria de la Carta Fundamen-
tal, pues persigue una responsabilidad que 
no es de carácter penal. 

La acusación constitucional es un re-
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curso aceptable sólo ante delitos muy gra-
ves. Al respecto, voy a hacer un recuerdo 
¿ e nuestra historia política y parlamen-
taria. 

Corría el año j¡.876. La Cámara de Di-
putados estaba formada por una verdade-
ra "élite" intelectual. Era presidida na-
da menos que por aquella figura moral 
y política a la cual tanto debe la evolución 
democrática de Chile: Manuel Antonio 
Matta. 

Un Diputado por La Serena, fogoso y 
brillante orador parlamentario, pertene-
ciente a las bancas liberales, don Isidoro 
Errázuriz, formuló una acusación cons-
titucional contra él Intendente de Valpa-
raíso, don Francisco Echaurren. 

¿Quién era don Francisco Echaurren? 
Era una personalidad eminente en este 
país, una autoridad moral en todo senti-
do y un gran administrador, por sobre 
todas las cosas. 

Esta acusación ,se fundaba en los si-
guientes capítulos: violación del artículo 
12 de la Constitución Política del. Estado 
en sus incisos sobre los derechos de pro-
piedad y de reunión; infracción del ar-
tículo 146, sobre inviolabilidad del domi-
cilio ; infracción del artículo 160, que 
prohibe arrogarse otras atribuciones o 
derechos que aquellos que las leyes y la 
Constitución señalan. 

Desde luego, cabe recalcar que el libelo 
acusatorio era preciso: se señalaban con 
toda precisión las infracciones que se im-
putaban al señor Echaurren, a diferencia 
del libelo desmedrado que ha conocido 
ahora la Cámara. • 

¿Quién defendía al Intendente señor 
Echaurren frente a los ataques vigorosos 
y tremendos del señor Errázuriz? Un 
Parlamentario que recientemente ingresa, 
ba a la Cámara, pero que ya había dado 
maestras, no sólo de su cultura y elo-
cuencia, sino también de su buen sentido: 
el Diputado señor Enrique Mac Iver. 

El señor Mac Iver aceptó que había 
•existidS de parte del Intendente señor 
Echaurren extralimitación de facultades; 

que había, en cierto modo, abuso de poder. 
En la sesión del 11 de julio de 1876, don 
Enrique Mac Iver fundó el voto del sector 
radical, incluyendo al señor Matta, en los 
siguientes términos: 

La gravedad de la resolución a que va-
mos a contribuir y nuestra situación an-
te el P a í s y la Honorable Cámara, hacen 
necesaria una e^licación que dé su ver-
dadero alcance al voto con que vamos a 
pronunciarnos. 
' "Pocas, muy pocas veces, se ha visto 
llamada esta Honorable Cámara a cons-
tituirse en acusadora. Legislaturas com-
pletas se han sucedido unas tras otras, 
sin que se haya presentado un proyecto 
de acuerdo de la naturaleza del que discu-
timos. 

"Y ello se explica fácilmente. Para que 
una rama tan importante del poder pú-
blico, asuma tal papel, se requiere que un 
funcionario de aquellos sometidos a su 
jurisdicción, se haya hecho reo de delitos 
muy graves, que no tengan otra repara-
ción que llevar al delincuente a la barra 
del Senado. 

"Y no recuerdo tampoco que alguna vez 
se haya presentado a debate una proposi-
ción como la actual, sin que en ella se 
haya buscado, antes que una corrección 
o mejoramiento en nuestras prácticas y 
nuestras leyes, un fin esencialmente po-
lítico y de consecuencias ventajosas de 
actualidad para los Partidos en lucha. 

"Si la H. Cámara quiere mirar con im-
parcialidad los contados proyectos de acu-
sación que ha discutido, no encontrará 
en el fondo de ellos otra cosa que lo que 
acabo de manifestar. 

"Voy, pues, señor Presidente, a anali-
zar rápidamente el proyecto en debate, 
para ver si los hechos en que se apoya, 
revisten tal gravedad, que obliguen a esta 
H. Cámara a dar el paso trascendental 
que se la aconseja; si ellos no tienen otra 
reparación posible que un juicio público, 
y si con eso se consigue un bien para el 
Retís y una garantía para la libertad y el 
derecho". 

Después de analizar el señor Mac Iver 
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los decretos del Intendente señor Echau-
rren que motivaban la acusación consti-
tucional, expresó: 

"No encuentro, pues, señor Presidente, 
en los hechos aducidos como bases de la 
•acusación, las infracciones graves que de-
ben autorizar el paso solemne que se quie-
re hacer dar a esta H. Cámara". 

Reconoció, en seguida, que los actos im-
putados al , Intendente de Valparaíso 
"acusan irregularidades", pero se pronun-
ció en contra de la acusación, expresando 
en otra parte de su discurso: "Obrar de 
otro modo, es mellar las armas que la 
Constitución ha puesto en manos de esta 
Cámara para castigar crímenes que afec-
ten seriamente a la seguridad del País 
y a su honra, al orden público, a la liber-
tad y al derecho de los asociados, y al 
honrado manejo de los caudales de la Na-
ción". 

En otra parte, decía el señor Mac Iver: 
"Por eso votaremos, desde luego, señor 
Presidente, en contra de la admisibilidad 
de la ^cusación. 

"Y no se diga que obrando así, se con-
sagra la irresponsabilidad de los funcio-
narios públicos. Eso sucedería, si aduci-
dos ante la Cámara hechos que importa-
ran una infracción constitucional ó cual-
quier otro delito de aquellos por que esta 
Cámara puede acusar, se negara la inves-
tigación de esos hechos de cuya existen-
cia se dudase. 

"Pero ya he manifestado que nada de 
parecido sucede en el caso presente. Los 
hechos son conocidos e incontestables, pe-
ro creernos que ellos no tienen la gravedad 
ni envuelven la infracción constitucional 
que se asegura. 

"Sea como sea, cumplamos con nuestro 
deber, dice un H. Diputado. 

"Cumplamos, digo yo también, con 
nuestro deber; pero cumplámoslo en ser-
vicio del país que aquí nos ha enviado 
con más elevados fines que los de acusar 
sin objeto; cumplamos, sobre todo, nues-
tro deber atendiendo a gravísimos nego-
cios públicos que llaman con insistencia 
a nuestras puertas. 

"¿ Nada tenemos que estudiar en la Ha, 
cienda Pública? ¿Nada que ver en la inse, 
guridad de ciudades y campos? ¿Nada qUe 

hacer en la triste situación comercial v 

financiera por que atraviesa el país? ¿]sf0 

llaman la atención de los señores Diputa 
dos algunas de nuestras' cuestiones exte-
riores? ¿Serán inútiles nuestros esfuer-
zos para mejorar nuestra legislación pú_ 
blica,, para aclarar nuestra situación po 
lítica . . . ?" 

"Muy satisfecho" —agregaba el señor 
Mac Iver— "sería que después, del pri. 
mer período de sesiones de esta Cámara 
pudiera decirse de ella: no acusó al in-
tendente Echaurren; pero trabajó y tra-
bajó con fruto por el bien del progreso del 
país. 

"Quisiera concluir aquí, señor Presi-
dente, pero la materia mismaí que trata 
me obliga a abusar por algunos momentos 
más de la- aténción de mis Honorables co-
legas. 

"Esta acusación, por la época en que 
ha sido presentada, por el funcionario a 
quien va dirigida, por las circunstancias 
que la han hecho nacer, es antes que todo 
una acusación política". 

Y agregaba: 
"Reconocido tal carácter en el proyecto 

designado, los que nos sentamos en estos 
hancós, no podemos aceptarlo, . . . porque 
no responde la acusación propuesta a nin-
gún elevado y provechoso' fin en la polí-
tica del país". 

"Mal momento" —añade más adelan-
te— "es éste para hacer tocar generala 
en los campamentos políticos, con proyec-
tos como el presente. 

"En la situación que atravesamos, des-
pués de un período febril de cruda lucha 
eleccionaria, y cuando concluye una ad-
ministración y se inaugura otra, que no 
trae desenvainada la espada en contra 
de nadie; cuando el edificio de nuestra ' 
prosperidad comercial y financiera, .reci-
be fuertes sacudimientos, creo que es de-
ber patriótico de hombres y Partidos dar-
se una tregua. Y darse tregua para aunar 
esfuerzos y propósitos en favor, no de 
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¿ste o aquel bando, sino del p a í s , cuya 
p r o s p e r i d a d todos anhelamos". 

T e r m i n a su discurso el señor Mac Iver 
con las siguientes palabras: "Siempre que 
g e nos invite para perseguir funcionarios 
públicos sin justicia y sin elevada conve-
nienc ia , para servir desquites, aunque 
sean de ultratumba, o para coadyuvar 
a actos políticos contrarios a nuestros 
i n t e r e s e s y a los intereses de la nación, 
no encontrará acogida en estos bancos la 
i n v i t a c i ó n ; pero cuando se nos llame a 
la labor en la reforma de nuestras malas 
leyes, en la corrección de nuestros malos 
hábitos y-para la defensa y amparo de las 
buenas doctrinas, y los buenos principios, 
ténganlo seguro los señores Diputados, no 
seremos los últimos en acudir, porque así 
serviremos a la libertad y a la justicia, a 

nuestra bandera y al progreso del país". 
El señor ALESSANDRI, don Fernando 

(Presidente).— ¿Me permite, señor Mi-
nistro. 

Como ha llegado la hora, desearía saber 
si Su Señoría desea terminar en esta se-
sión o prefiere continuar en la reunión 
de lia tarde. Si quiere hacerlo ahora, ha-
bría que prorrogar la sesión. 

El señor ZUÑIGA (Ministro de Justi-
cia).—Prefiero seguir en la tarde, señor 
Presidente. 

El señor ALESSANDRI, don Fernando 
(Presidente).—Se levanta la sesión. 

—Se levantó la sesión a las 13.1. 

Dr. Orlando Oyarzun G., 
Jefe de la Redacción. 
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A N E X O S 

ACTA APROBADA 

Sesión en 23 de octubre de 1957. 

Presidencia del señor Alessandri, don 
Fernando. (Véase la asistencia en la ver-
sión correspondiente, página 64). 

Se da por aprobada acta de la sesión 
1^, ordinaria, en 15 del presente, que no 
ha sido observada. 

El acta de la sesión 2^, especial, de fe-
cha de ayer, queda en Secretaria, a dis-
posición de los señores Senadores, hasta 
la sesión próxima, para su aprobación. 

Se da cuenta, en seguida, de los asuntos 
que se indican en la versión correspon-
diente, página 64. 

ORDEN DEL DIA 

Acusación Constitucional entablada por la f j 

Cámard de Diputados en contra de los señores 

Ministros de Relaciones Exteriores y de Justicia 

don Osvaldo Sainté Marie Sorucco y don Arturo-

Zúñiga Latorre, respectivamente 

Prosigue la formalización de la acu-
sación por los señores Diputados desig. 
nados al efecto por la H. Cámara de Di. 

•putados. 
Usa de la palabra el H. Diputado señor 

Jorge Errázuriz. 

Se suspende la sesión por 15 minutos. 

Reanudada, interviene el H. Diputado 
señor Sergio Diez. 

Se levanta la sesión. 
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